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Excmos.  Sres.3

D. Francisco Tomás y Valiente
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GonzáLez-Regueral

D. Carlos de Ia Vega Benayas

D. Jesús Leguina Vil la

D. Luis López Guerra

D. Vicente Gimeno Sendra
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NIrü. REGISTRO z L932/LssL.

ASIINTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Guillermo Sureda

Bennaser.

SoBRE: Sentencia de f. auai"r/]

cia Provincial de Palma Cte u{-.i

l lorca que confirma en apelal:

ción la del Juzgado de 1o Pen4l

nún. 1- de Ia misma ciud.ad el eI

procedimiento abreviado núrn.i :

335/L99O sobre deli to de

usurpación de funciones.

! '

: I

I
j

i
J

La Sala ha examinado Ia pieza separada de susfn-

sión del recurso de amparo interpuesto por don euillSmo

Sureda Bennaser, ha acordado dictar el siguiente I
I
f
I

AUTO I
t
I
I

r. ANrEcEpENrEs. I
t
I

1. Por escrito presentado en este Tribunal efl ZS

de septj-embre de 1-99L el Procurador don Juan Antonio Garfía

San Miguel y oruetar €D nombre y representación de po.

Guillermo Sureda Bennaser, interpuso recurso de amparo coritra

la Sentencia de la Sección Primera de Ia Audiencia Provincial

de Palma de Mallorca, dictada eI 3L de agosto de L991-r güé

u1
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desestimó el recurso de apelación y confirmó la de1 Juzgado

de 1o Penal núm. L de Palma de Uallorc,at en el procedimiento

abreviado núm. 335/L99o, güe condenó aI recurrente como autor

de un delito de usurpación de funciones.

Dicha demanda de amparo estima vulnerado e derecho,

a Ia tutela judicial efectiva del art. 24.L de la c.E. porj

haberse negado e1 Tribunal que 1o condenó a plantear cuestióni

perjudicial ante el Tribunal de Justicia de la c.E.E., relai

t iva a la normativa comunitaria (Directiva 67/431, gue obligg

al Estado español y ampara la actividad profesional de exper¡r

to innobiliario ejercida por el recurrente. Igualmente 
"o4f

sidera infringido su derecho a utilizar los medios de ptrt"$[sidera infringido su derecho a utilizar los medios de prue$fu

de que intentaba valerse (art .  24.2 c.E.)  pues tal  resolueión

del Tribunal de Justicia de Ia c,E.E. era el único *"O'l.o

adecuado que el actor tenía para acreditar la interpretac
y sigmif icado de Ia directiva aludida. Por úIt imo,

como infringido el principio de legalidad penal del art. 2

de la Constitución ya gue la interpretación efectuada por

órganos judiciales atribuye la exclusividad en Ia ión

innobiliaria a 1os Agentes de Ia Propiedad Inmobiliari

extrae una sanción penal para quienes realicen, como ma

rios, actividades paralelas complementando, de esta

la norma penal en blanco del art. 321- de1 Código Penal

Decreto 3248/L969t sin tener en cuenta Ia directiva 67/4

la

.L

os

v

f ,á ,

eI

I A S

1 i -

En 1a

dictadas en primera

cita Ia suspensión

das.

demanda pide Ia nulidad de las Se

instancia y apelacién. Igualmente,

de la ejecución de las Sentencias i

2. La demanda de amparo tiene su origen en los si-
guientes antecedentes :

A) En virtud de querella interpuesta por el Cole-

gio de Agentes de la Propiedad tnnobiliaria de Baleares se
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incoaron diligencias que dieron lugar aI procedimiento abre-

vj-ado núm. 335/L99o en el 8ü€, por el Juzgado de Io Penal

nrlm. L de Palma de Mallorca, s€ dictó Sentencia que condenó

al actor como autor de un delito del art. 32L del Código

Penal a una pena de seis meses y un día de prisión menor,

mul ta  de 30.000 pts . ,  accesor ias y  costas.

tante de

Sección

B) Formulado recurso de apelación por el soli

amparo, éste fue desestimado por Ia Sentencia de

Primera de la Audiencia Provincial de Palma de

i

l

t

se
1a

llorca de 3l- de julio de L99L, ![üe confirmó íntegramentej ila

de primera instancia e impuso al apelante las costas del

curso.

otorgase, yd qlue Io que se pretende con é1 es justamen

3. La Sección Primera de la Sala Primera de

Tribunal, por providencia de 29 de octubre de L99L,

adnitir a trá¡nite la demanda y, en otra providencia

misma fecha, resolvió formar pieza separada para trami

solicitud de suspensión de Ia ejecución, emplazando aI

rrente y aI Ministerio Fiscal para que pudiesen aleg

conveniente sobre ella.

El Ministerio Fiscal considera que procede

a Ia suspensión de Ia ejecución de las Sentencias

por cuanto, tratándose de una condena privativa de libe t

su cumplirniento haría ineficaz el hipotético amparo

anulación de1 fallo condenatorio y que no exista pena al

Nos encontramos, pues, €r presencia de uno de los s

que la LOTC prevé como eausa de suspensión: cuando Ia e

ción del acto recurrido hagra perder aI amparo su final

Es éste, €D fin, eI criterio que viene sosteniendo Ia juris-

prudencia de este Tribunal, eü€ se ha pronunciado sobre la
procedencia de suspender eI cumplimiento de las penas priva-

tivas de l ibertad.

fste
Jr¿ó
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Por su parte, €l demandante reitera su solicitud

de suspensión argumentado que, siendo firme Ia Sentencia dic-

tadar sü curnplimiento puede exigrírsele en cualquier momento y

si tal cumplimiento Ie fuere impuesto mediante su ingreso en

un Centro Penitenciario, sería irnposible reparar el daño

tal medida determinaría.

rT. FT'NDAMENTOS ;ÍIJRIDICOS

que

f\, \
l i
í l

l '
I
i :
t ,
i :
I ,

Ha sido constante la jurisprudencia de este

nal tendente a evitar que Ia suspensión del acto de los

res públicos, güe da lugar al amparo constitucional, pa

ibu-

eI interés general que subyace en Ia necesaria y rápida

cución de las Sentencias, manifestación ésta de la tutel

dicial efectiva, de manera que se garantice, al mismo ti

eI derecho fundamental de todas las partes del proceso

urbe

e je-
ju -

t

tener Ia tutela de sus legítimos intereses sin dilaci

debidas.

ob-

in-

2.- El cri terio establecido en eI art. 56 I LOTC

pernrite decretar 1a suspensión provisional de Ia ejecucipn de

1a pena privativa de libertad en tanto eI presente urso

sea resuelto ya ![ü€, de 1o contrario, si se otorgase su
día eI amparo, éste perdería su finalidad pues el actor ha-

bría cunplido para entonces Ia pena prisión, dI ser ésta de

corta duración (AATC 98/L983, L79/L984, 574/L985 y LL6/L99O,

entre otros muchos). Y 1o mismo hay que decir respecto de Ia

multa de 30.000 pts. impuesta al recurrente, puesto que el

impago de la misma produciría el arresto sustitutorio del

L.- E1 art. 56 de la LOTC concede a este Triblr-rnal

1a posibilidad de adoptar las medidas cautelares preQilsas

para evitar gue los recursos de amparo resulten ineficacl{s y

que vayan encaminadas exclusivamente a inpedir Ia produQbión

de aquellos efectos que harían perder al amparo su final{Ead.

R/
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recurrente, que no debe tener efectividad hasta la resolución

del recurso de amparo.

Las penas accesorias de suspensión de cargo públi-

y derecho de sufragio durante el tiempo que dure la conde-

deben quedar tanbién suspendidas, al seguir la misma suer-

que Ia pena principal a la que acompañan (AATC L44/L9e4 y

5  de  sep t i embre  de  l -99L  en  v .a .  LLA9 /L99L . ) .

Con respecto a las costas procesales, en cuanto

suponen eI pago de una cantidad de dineror sü ejecución no

provoca ningún perjuicio que pueda hacer inútil el presente

recurso (por todas ATc de 5 de septienbre de 1-99L en v.a.

LLOg/L99L' , ) .

Por todo Io expuesto, Id Sala acuerda la suspen-

sión de Ia ejecución de 1a Sentencia del Juzgado de 1o Pena1

núm. L de Palma de Mallorca de L5 de octubre de L990 y Ia de

1a Sección Primera de la Audiencia Provincial de Ia misma

ciudad de 3l- de julio de l-99L en 1o relativo a las penas pri-

vativas de libert,ad y accesorias impuestas aI recurrente.

venta

Madrid, once de noviembre de mil novecientos no-

uno.
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